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Con el ruido mediático de la nueva financiación autonómica y las ramificaciones del caso Gürtel no se han podido escuchar los brincos y los gritos de alegría de los banqueros después del cambio de “interpretación” de la normativa sobre provisiones por morosidad producido por la carta remitida la semana pasada por el Banco de España. En resumen el cambio implica que las provisiones por mora en activos inmobiliarios con una relación préstamo valor superior al 80% se calcularán como diferencia entre el préstamo y como mínimo el 70% del valor de tasación para viviendas terminadas y locales (oficinas y comercios). Con anterioridad la provisión podía alcanzar el 100%.
El sector dice que con este nuevo criterio la normativa española se acerca a la de otros países del mundo. Pero, ¿no habíamos quedado que la gran ventaja de la regulación bancaria española era su mayor exigencia y que eso había conseguido evitar los problemas que se habían vivido en otros sitios? ¿No eran los otros países los que querían parecerse a España en términos de regulación bancaria? 

La realidad es que la alegría generalizada del sector está muy justificada. Este cambio interpretativo significa muchos millones de euros de beneficios y la posibilidad de ganar tiempo y, si la crisis acaba pronto, no tener que “pagar” por los comportamientos imprudentes del pasado. “Pero no libera provisiones” nos dicen. ¡Solo faltaría eso! Que encima tuviera efectos retroactivos.

Pero realmente lo más preocupante es el efecto que tendrá sobre la dinámica de ajuste del sector inmobiliario. Otros de los favorecidos indirectamente por esta nueva interpretación son los promotores y constructores. Durante los últimos meses se han quejado amargamente de la competencia desleal de bancos y cajas de ahorros a partir de las sustanciales rebajas que aplicaban a su stock de vivienda sin vender. La aceleración de la caída de los precios refleja en parte esa presión competitiva. El cambio interpretativo implica un sustancial desincentivo de los bancos y cajas a adquirir activos inmobiliarios. Menos viviendas en manos de los bancos, menos competencia. Por tanto los inmobiliarios podrán esperar más para vender y tendrán mayor poder de negociación. 
Además, y curiosamente, la nueva interpretación fija el límite de pérdida máxima en un 70% independientemente del tipo y localización del inmueble. ¿Recuerdan lo que siempre dicen los promotores? “No podemos bajar los precios más de un 20 o 30% pues es el volumen de la financiación”. ¿Tan desprestigiado ha quedado el mercado que ahora el Banco de España tiene que poner límites a la caída del valor de los inmuebles? Por si eso no fuera poco de nuevo las sociedades de tasación son las encargadas de fijar el precio sobre el cual se aplicará ese 70%. Otra conflicto de intereses monumental teniendo en cuenta que más del 50% de las tasaciones son realizadas por empresas participadas mayoritariamente por entidades financieras. En fin, en muchos países se aplican medidas de escaparate: se arreglan las vitrinas sin tocar el almacén. Cambios de criterios contables para valorar activos, cambios de la definición de moroso, cambios en las provisiones, … Todo menos atacar los problemas de fondo del sistema. Pero como ahora ya se ve la luz al final del túnel solo es necesario ganar algo de tiempo. Si la cosa mejora, donde dije “mejor regulación” digo “que todo siga igual” y punto. Al menos hasta la próxima… 
